Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 23 minutos) 
Recibimos con mucho gusto la visita del Vicepresidente del Banco Central, doctor Vieytes, y a la delegación que lo acompaña. 


En ocasión de la visita del señor Ministro, se nos planteó la posibilidad de escuchar la opinión del Banco Central respecto al artículo 
31 del proyecto de ley que días pasados se votó en esta Comisión. Dado que contamos con poco tiempo, les pediría que 
directamente escucháramos al doctor Vieytes. 


SEÑOR COURIEL.- Respecto a la expresión del señor Presidente, quiero decir que como este es un tema tan relevante, debemos 
darle todo el tiempo que sea necesario. De modo que si hoy no terminamos, podremos continuar otro día. Por lo tanto, repito, de 
ninguna manera existe un problema de poco tiempo para tratar este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nadie discute eso; me referí a que contábamos con poco tiempo a los efectos de empezar con el 
tratamiento del tema. 


SEÑOR VIEYTES.- Me acompañan el doctor Barrán, que es el Superintendente de Instituciones de Intermediación Financiera; el 
contador Xavier, que fuera interventor de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera y hoy es el supervisor de las liquidaciones de 
estos Bancos; la doctora Rantighieri y los tres integrantes de la Comisión designada por el Banco Central de acuerdo con el artículo 
31 de la ley N* 17.613, que precisamente es la que a lo largo de estos meses ha venido estudiando todos los casos vinculados a la 
operativa TCB y al Banco Montevideo y que tienen que ver con el proyecto de ley aprobado por esta Comisión. 


Desconocía la voluntad del Ministro de Economía y Finanzas en cuanto a que esta Comisión escuchara al Banco Central; es más, 
desconocía el motivo de la convocatoria, pero aquí estamos para dar nuestra opinión -que va a ser muy breve por el motivo que 
señalaba el señor Presidente- que tiene que ver con lo mismo que expresó el Directorio del Banco Central en su anterior 
comparecencia a esta Comisión y que se podría resumir en ella, para no ahondar en detalles, aunque si eso fuera necesario 
podríamos hacerlo a continuación. 


Concretamente, el Banco Central opina que el texto del artículo 31 de la Ley N* 17.613, que hoy está vigente y por el cual el 
referido Banco, en su aplicación, ha designado a esta Comisión que ha venido trabajando, es la forma más hábil para resolver la 
cuestión vinculada a los depositantes del TCB que inicialmente lo fueron del Banco Montevideo o del Banco La Caja Obrera, y que 
fueron inducidos por error y con vicio en el consentimiento, habiendo sido transferidos sus depósitos a este Banco de la jurisdicción 
de Caimán. 


Entendemos, además, que luego de haber transcurrido ya seis meses, cualquier solución de innovación a lo dispuesto por el 
artículo 31 puede determinar acciones legales -y esto no escapará a la atención de los presentes- con los perjuicios naturales que 
una decisión de esa naturaleza acarrearía para la masa. Esta es la opinión del Banco Central y la de sus servicios. 


De cualquier manera, me pongo a disposición de los señores Senadores para responder cualquier consulta. 


SEÑOR COURIEL.- Seguramente el Banco Central conoce el proyecto de ley que está analizando esta Comisión y, por nuestra 
parte, nos gustaría que se hiciera algún comentario sobre él indicando cuáles son -a juicio de nuestros invitados- los aspectos 
positivos y cuáles los negativos. 


En principio, quienes trabajamos en el proyecto de ley que se aprobó en el mes de diciembre, quisimos atender a los ahorristas y, 
sin ninguna duda, a los ahorristas de buena fe. Comprendemos que hubo problemas -por eso es que este tema está ahora arriba 
de la mesa- en cuanto a que hubo depositantes cuya voluntad o cuyo consentimiento nada tuvo que ver con el hecho de que se les 
hubiera llevado sus depósitos al exterior -es factible, es muy posible que ello haya ocurrido- pero otros no, otros dieron su 
benevolencia o su apoyo para el envío de esos fondos al exterior. 


En lo personal, quisiera encontrar alguna resolución que pudiera atender a aquellos depositantes de buena fe que nunca supieron 
que su dinero estaba en el exterior; en cambio, no podríamos atender de ninguna manera a aquellos otros que tenían el 
conocimiento pleno de que sus ahorros estaban siendo colocados en instituciones del exterior. 


Por esto, reitero que me gustaría que se hiciera algún comentario sobre este proyecto de ley que tenemos encima de la mesa. 


SEÑOR VIEYTES.- Dado el propósito que ha manifestado el señor Senador Couriel, señalamos que también es el ánimo del Banco 
Central -y así corresponde- contemplar todos aquellos casos que encuadran en la hipótesis prevista en el artículo 31 de la Ley N 
17.613. Así fue nuestra inquietud, incluso desde antes que esa norma estuviera vigente. 


Cuando nos enfrentamos a un caso tan complejo y controversial en el que las distintas operativas llevan a tratar de determinar 
hasta dónde van los derechos y los deberes, debemos esforzarnos, fundamentalmente, en encontrar un procedimiento que ofrezca 
las mayores garantías para el tratamiento de cada situación en particular. En ese sentido, debo señalar que si bien la normativa 
anterior a diciembre de 2002 establecía un procedimiento según el cual el propio liquidador debía operar como órgano decisor - 
teniendo incluso una suerte de facultad jurisdiccional dado que también la misma norma previó que sus resoluciones fueran 
pasibles de ser recurridas ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil- la atención particular de este caso hizo que el Legislador 
previera una norma especial -el artículo 31- por la que se otorgó expresas garantías y se estableció un procedimiento que por el 
plazo allí fijado, se pretendía que fuera de resolución ejecutiva, sumaria. 


Naturalmente, luego nos encontramos con una avalancha de casos -estamos hablando, aproximadamente, de mil trescientos a mil 
cuatrocientos casos, como vimos en la anterior oportunidad- con una Comisión que trabaja "part time", dedicada al análisis de caso 


por caso. Por tanto, el tiempo de estudio va a demandar no sólo de la paciencia de los interesados, sino también de algunas otras 
Operaciones, por ejemplo, en la distribución de los Certificados de Depósito y de los valores para los acreedores como la de 
previsionar los montos vinculados a estos reclamos hasta que éstos estén firmes. Ahora bien, más allá de esas dificultades 
operativas, obviamente el procedimiento establecido en el artículo 31 es el más garantista en tanto permite analizar caso por caso y 
distinguir entre las diferentes situaciones para finalmente poder encontrar aquellos casos -como hacía referencia el señor Senador 
Couriel- en los que hubo inducción a error, engaño o gente sorprendida en su buena fe sin mediar el consentimiento, como señala 
expresamente ese artículo. Quiere decir que todos mis comentarios son por la positiva hacia el régimen vigente. 


Con relación al proyecto aprobado en esta Comisión, me da la impresión de que el artículo 1%, preliminarmente, pretende introducir 
modificaciones claras al artículo 31. Al establecer que se interpreta, hay un contrasentido y eventualmente habría que ver dónde 
está el límite de esa interpretación, si es que la misma no alcanza a derogarlo. Si como dice el texto, realmente es una 
interpretación, quiere decir que el artículo 31 permanecería vigente aun con la aprobación de este texto. Eso nos lleva de la mano a 
concluir que el trabajo del Banco Central va a seguir siendo el mismo, salvo por el artículo 2%, en el que a texto expreso, y a nuestro 
juicio de modo no taxativo, se excluyen algunas situaciones particulares. 


Entonces, nuestro primer comentario es la duda que ofrece ese criterio: si se trata de una interpretación o de una modificación de la 
norma. Digo esto porque, en la medida en que no está establecido a texto expreso -aunque el expediente de derogación tácita es 
válido- habría que determinar exactamente qué es lo que está derogado del artículo 31. 


Por último, ante esta situación, en caso de esclarecerla habría que establecer cuáles son las responsabilidades emergentes de la 
aplicación de un texto legal que viene a modificar las condiciones sustantivas de lo establecido en el artículo 31 de hace ya siete 
meses. Esto, naturalmente, es importante a los efectos de valorar cuál sería el impacto desde el punto de vista económico -como lo 
señaláramos en nuestra anterior comparecencia- sobre la masa de activos de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera por la 
incorporación de nuevos acreedores. 


También tendríamos que decir que el impacto económico lo tendrá en la medida en que les reconozca el carácter de depositantes 
con iguales derechos que los acreedores del Banco Montevideo y La Caja Obrera, y adquirirán el derecho a participar en la 
segunda prorrata -como le llamamos- es decir, la distribución de recursos adicionales por parte del Estado para complementar las 
soluciones de la prorrata legal. 


Más allá de estas consideraciones sobre el impacto económico que tendría sobre la masa de activos y los derechos de los actuales 
acreedores, conviene señalar que en la medida en que aquí el texto suponga una suerte de acto regla que de modo imperativo 
establezca que el Banco Central no tenga margen de maniobra sin importar el estudio de los casos y carezca de objeto el actual 
trabajo de la Comisión, el papel del Banco Central, en realidad, no tiene sentido. 


Finalmente estamos hablando de que se incorporan una cantidad importante de créditos, que se pueden ubicar en 
aproximadamente U$S 97:000.000. Dado el particular giro de esta norma, obligaría también al Banco Central a brindar nuevos 
plazos para la presentación de las personas que en su momento, y en función de las condiciones del artículo 31, entendieron que 
no estaban amparadas, no se presentaron y que a vuelo de pájaro la Comisión ha estimado en un 30%. Esto quiere decir que esa 
cifra preliminar de U$S 97:000.000 se iría a U$S 130:000.000. Ese es el impacto sobre la masa de activos y, naturalmente, en 
forma consecuente, sobre la segunda prorrata en la medida en que todos ellos adquieran el carácter de depositantes. 


Asimismo, queríamos señalar que en la medida en que acá exista un proceso de inconstitucionalidad, éste se volverá más 
controversial y de más larga y difícil solución. Esta es la preocupación que hoy nos mueve. A diferencia de todo esto, entendemos 
que en tanto exista una valoración de parte del Legislador en cuanto a los derechos o a la caracterización de determinados 
ahorristas, más allá de algunos detalles formales se entiende que, aun habiendo pruebas en contrario a la existencia de una 
sorpresa en la buena fe, se pudiera entender que han sido inducidos a error a lo largo del tiempo y de modo continuado, y para ello 
el artículo 27 es un mecanismo hábil y discrecional del Poder Ejecutivo para resolver esa situación, pero no así los derechos de los 
acreedores de los Bancos Montevideo y La Caja Obrera que, naturalmente, van a pugnar por defenderlos. 


En principio, sobre los artículos 2* y 3” no tenemos comentarios, dudas, consultas ni opiniones en contrario. 


SEÑOR COURIEL.- Entiendo que el proyecto de ley que está en análisis en la Comisión de Hacienda del Senado le da la 
posibilidad a todos los clientes del Banco Montevideo, en caso de haber adquirido participaciones en Certificados de Depósitos de 
instituciones financieras con sede en el exterior, de contar con el mismo derecho y, por lo tanto, entrar tanto en la prorrata primera 
como en la segunda. Por lo tanto, esto tiene efectos económicos sobre el conjunto de los depositantes de los Bancos Comercial, La 
Caja Obrera y Montevideo. 


Tengo claro lo que son los aspectos económicos, pero pregunto lo siguiente. A criterio del Banco Central, si un cliente del Banco 
Montevideo autoriza que se deposite su dinero en una institución del exterior, ¿tiene derecho a reclamar o no? Hago esta consulta 
porque realmente quiero defender a quienes fueron afectados en su buena fe, pero hay clientes que fueron al Banco Montevideo 
siendo conscientes de que su dinero se depositaba en el exterior, y quiero conocer la opinión del Banco Central porque, a mi 
entender, aquí estarían contemplados. Me gustaría saber si a criterio de la institución que ustedes representan, corresponde o no 
que el Estado, de alguna manera, en la segunda prorrata los tenga en cuenta exactamente igual que a aquellos que fueron 
afectados en su buena fe porque no tenían conocimiento de que su dinero iba al exterior. 


Me importa mucho conocer la opinión concreta de la institución que tiene como tarea el contralor del sistema financiero, con 
independencia de los efectos económicos, que son muy claros, los conozco perfectamente y sé a quiénes afecta y a quiénes 
beneficia. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera hacer una pregunta complementaria de la que ha formulado el señor Senador Couriel, que me pareció 
muy importante y coincido con ella. Le agregaría una segunda interrogante básica, que es la siguiente: ¿el Banco Central opina que 
hubo o que no hubo estafa? 


SEÑOR VIEYTES.- Voy a comenzar por responder la pregunta final, que es la más breve. En principio, el Banco Central no opina ni 
deja de opinar y se atiene exclusivamente a los dictámenes judiciales a propósito de la estafa, que es una figura delictiva. 


En cuanto a la pregunta formulada por el señor Senador Couriel, interpreto que está más asociada a los aspectos regulatorios, que 
son competencia del Banco Central. En este caso, pediría al doctor Barrán, que nos acompaña, que hiciera referencia al tema. 


SEÑOR BARRÁN.- Voy a contestar, en primer término, la consulta realizada por el señor Senador Couriel, pero previamente quiero 
aclarar que voy a dar la opinión de Fernando Barrán, que aunque actualmente ocupa determinada función, lo que ahora dirá no 
deja de ser su idea personal. 


Creo que uno puede distinguir distintos casos. Como bien dijeron antes, se puede distinguir el caso de una persona que 
explícitamente solicitó realizar una colocación en el TCB; ese sería el caso uno. Luego tendríamos el caso dos, que comprende a 
aquellas personas que solicitaron al Banco que manejara sus recursos, dando una autorización genérica, y dentro del portafolio 
constituido por la institución había instrumentos TCB, que pueden tener distintas formas pero que, básicamente, son eso. También 
tenemos el caso tres, que es el de quienes finalmente encontraban que tenían activos, derechos contra el TCB, pero que 
inicialmente tenían activos en el Banco Montevideo, y éste, sin la autorización expresa -en el sentido de banca por TCB- ni genérica 
-en cuanto a que le administraban un portafolio- hizo que terminaran teniendo activos del TCB. 


Además hay una segunda parte, que es la que tiene que ver con el elemento regulatorio; me refiero al tema de si estaba autorizado 
o no. Aquí nos encontramos con dos situaciones: había instrumentos que no requerían autorización y otros que sí. 


Si seguimos avanzando en la interrogante, independientemente de si hubo o no autorización, uno podría preguntarse: suponiendo 
que hubiera autorización para vender estos productos al TCB, ¿corresponde o no que el Estado destine recursos en una segunda 
prorrata a efectos de cubrirlos? 


Voy a tratar de ser metafórico para ejemplificar la situación. Tengo una farmacia, y si bien no estoy autorizado a vender pan, igual lo 
hago y alguien me lo compra voluntariamente. En definitiva, lo que quiero decir es que si la decisión de comprar esos papeles fue 
tomada en forma voluntaria por la gente, aun sin existir autorización, mi opinión es que el Estado no debería destinar recursos. 


Por otro lado, cuando el Banco Central da una autorización para la compra de un instrumento, ¿acaso ello quiere decir que está 
garantizando su calidad? No. Y para aclarar el punto voy a poner un ejemplo. Es posible ir a un banco y solicitar la compra de 
Títulos de Deuda Pública argentina, que están en "default"; suponemos que la persona conoce esa situación y es su 
responsabilidad estar informada con respecto a lo que está comprando. Entonces, cuando el Banco Central autoriza o no, en 
ningún caso está dando una garantía sobre la calidad del activo que se está vendiendo. 


En consecuencia, el punto central -y nuevamente voy a dar mi opinión- es que la decisión debería estar basada en la voluntariedad 
del acto, independientemente de la autorización o no. 


En lo que tiene que ver con la calidad del activo quiero señalar lo siguiente. Esto todavía está en manos de la Justicia, por lo que 
hablar de "fraude" lo dejaría entre comillas. Concretamente, parte del problema potencial es que ese activo pudo haber sido el 
vehículo de un grupo para perpetrar un fraude. A mi juicio, el elemento que debe ser la base para la toma de decisión es la 
existencia o no de un acto voluntario por parte de la persona respecto de tener o no un determinado activo, que sería TCB. 


SEÑOR GALLINAL.- Sin ánimo de terciar en la pregunta que planteó el señor Senador Heber -que creo es la que nos hemos 
venido formulando todos desde que se decretó el feriado bancario- debo decir que uno tiene la impresión de que los estafados 
fueron todos; fue estafado, incluso, quien hizo su depósito directamente en el TCB porque esa era su conciencia, su voluntad y su 
intención. Lo que pretendíamos distinguir es si hubo quienes fueron estafados, no porque depositaran en el TCB, sino porque 
confiaron en los Bancos Montevideo y La Caja Obrera y -a mi juicio contra su voluntad y no sin su consentimiento- se les derivaron 
los depósitos a destinos distintos de los originales. De ahí surge el artículo 31, que tiene esa inspiración y propósito. Por este 
motivo no terminaré de insistir en el valor fundamental de esa disposición. Creo que constituyó un paso muy importante para 
salvaguardar derechos de personas que -estamos absolutamente convencidos- fueron traicionadas en su voluntad. 


Entonces, la inquietud que quería plantear a los representantes del Banco Central -para saber si estoy en lo cierto, de manera de 
tener la conciencia aún más tranquila en el sentido de que procedimos en la forma correcta, ya que la intención de todos es 
amparar a quienes fueron víctimas de un engaño- es la siguiente. Si estoy en lo cierto, el artículo 31 se implementa a través de la 
creación de una Comisión, ésta califica y decide con fundamentos quiénes ingresan -y, en consecuencia, tienen en forma directa el 
mismo tratamiento que los ahorristas del Banco Montevideo y del Banco La Caja Obrera- y quiénes no. Pero además los que no 
ingresan no quedan desamparados por la ley; ésta los ampara pues crea en cada una de estas instituciones un fondo de previsión 
o previsionado que tiene justamente el propósito de, ocurrido el primer descarte, salvaguardar el derecho de quienes, en un 
segundo estudio, puedan ser beneficiados por las disposiciones de la ley. Por lo tanto, la pregunta es si es verdad que alcanzan los 
fondos previsionados para atender la situación de quienes, una vez aplicado el artículo 31, queden descartados en su calidad de 
ahorristas con el mismo tratamiento que los ahorristas de los demás bancos. ¿Alcanza la suma de U$S 68:000.000? 


SEÑOR VIEYTES.- Como decíamos antes, la previsión de los casos a estudio de la Comisión se ubica en U$S 97:000.000. 


SEÑOR ASTORI.- La pregunta que se había realizado es si había previsiones por U$S 68:000.000 para atender a estos 
U$S 97:000.000. 


SEÑOR VIEYTES.- No se ha efectuado el previsionamiento todavía, porque no se ha distribuido nada aún, y el previsionamiento 
que corresponde hacer es uno a uno, no otro. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Entonces el Banco Central no tiene esa información? No entiendo, pues parto de la base de que el Banco 
Central viene a la Comisión con el propósito de contribuir y ayudar a generar una solución. Me genera una duda la primera 
intervención que hace el señor Vicepresidente del Banco Central cuando dice que no sabía que tenía que venir a la Comisión y que 
no había consultado con el Ministro. No sé si no sería conveniente eliminar esta parte de la versión taquigráfica, porque eso va a 
generar una gran alarma nacional. Resulta que el Vicepresidente del Directorio del Banco Central no tiene un contacto permanente 
con el Ministerio de Economía y Finanzas en temas de esta índole y de estas características. O sea que volvemos a la etapa previa 
al feriado bancario. Creo que no es así; es más, creo que el Banco Central en el transcurso de estos meses ha venido 
consolidando una posición con el propósito de generar confianza. Ahora resulta que empezamos a hacer preguntas y nos 


sumergimos en un mar de dudas porque no hay ninguna intención de contestar. Lo que pido es que se me conteste, pues 
responderme U$S 97:000.000 -dato que debe conocer el cien por ciento de las personas que hoy están ocupando el Palacio 
Legislativo- me parece que no es la respuesta adecuada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los integrantes de la Comisión que ahora estamos en el momento de las preguntas; después 
cada uno podrá calificar las expresiones del Banco Central como desee. La Mesa no puede disponer de lo que contesta el Banco 
Central, por lo que luego cada uno podrá hacer las constancias correspondientes para la versión taquigráfica. El señor Senador 
Gallinal hizo una pregunta, el Vicepresidente del Banco Central, doctor Vieytes, la contestó y si se quiere se puede aclarar 
nuevamente, pero luego debemos pasar a otro Senador a efectos de que formule sus inquietudes. 


SEÑOR BRAUSE (Don Alberto).- Hay expresiones que obligan a tener que dejar alguna constancia. 


El señor Vicepresidente del Banco Central al inicio de su exposición manifestó sus dudas respecto de cuál era la convocatoria, no 
porque se tuviera que tratar este proyecto de ley sino sobre el alcance de la intervención y las preguntas que se le podían formular. 
Por lo tanto, si el Vicepresidente del Banco Central -junto a quienes lo acompañan- no tiene los datos correspondientes como para 
contestar una pregunta, está en su legítimo derecho de recabarlos y así poder proporcionarnos las respuestas, en una próxima 
comparecencia, que esas preguntas merecen. Personalmente tengo alguna pregunta que formularle, lo que no voy a hacer ahora 
porque quiero respetar el orden de quienes están solicitando la palabra; pero, creo que era necesario dejar esta constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente exhorta a los señores Senadores a anotarse para formular las preguntas del caso. 


SEÑOR VIEYTES.- Naturalmente que estamos acá para aclarar y responder todas las preguntas que hubiere, con el mejor de 
nuestros ánimos y como lo hemos hecho a lo largo de un año intenso de trabajo y también de críticas, pero con el esfuerzo y la 
renovación del compromiso del primer día. 


Quizá yo no entendí bien la pregunta que me aclaraba el señor Senador Astori. Nosotros tenemos un previsionamiento de U$$ 
97:000.000 en función de la cantidad registrada de solicitudes del TCB. Ahora bien, ese previsionamiento es el que nosotros 
manejamos en el Banco Central como cifra total de las solicitudes que se presentaron. A su vez, la operativa contable de 
previsionar todos los montos atinentes a estas reclamaciones antes de proceder al inicio de la distribución de valores a todos los 
acreedores, es algo que aún no se ha hecho y no es necesario hacer hasta el momento en que se dé inicio a esa distribución de 
valores. 


No sé si esta respuesta alcanza y es suficiente para esclarecer el punto. Esa fue mi respuesta anterior y esta versión es un poco 
más larga. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente y señores delegados del Banco Central: yo creo que acá nosotros tenemos que saber a 
conciencia qué fue lo que pasó en todo este proceso. Cuando formulaba la pregunta sobre el tema de la percepción del Banco 
Central acerca de las maniobras que se hicieron en el Banco Montevideo, me sirvieron gran parte de las reflexiones realizadas por 
el doctor Barrán. Sin embargo, me parece que deberíamos complementarlas o analizarlas en mayor profundidad. 


Naturalmente que hubo varios estafados -coincido en ello con la afirmación del señor Senador Gallinal cuando dice que todos 
fueron estafados- pero hay estafados y estafados. El estafado que fue directamente a depositar en el TCB Carrasco era una 
persona que estaba plenamente consciente de que el dinero se estaba sacando del país. Sabemos que el Banco Central tomó 
medidas de intervención en el Banco Montevideo, producto de vaciamientos en forma ilegal. Entonces no creo que el tema sea 
únicamente la opinión judicial que pueda determinar si hubo consentimiento o no, o si hubo conocimiento de lo que se estaba 
haciendo, sino si fue inducido a error o a estafa o no. Esa es la pregunta en torno a la cual hemos debatido durante todo este 
tiempo en la Comisión. 


Acá hubo personas de confianza que, en nombre del Banco Montevideo, trasladaron ilegalmente -era una maniobra ilegal- 
depósitos de dicho Banco al Trade 8 Commerce Bank. Así lo entiendo yo, aunque puedo estar equivocado. Entonces, a mi juicio, 
eran depósitos de residentes trasladados al Trade 8 Commerce Bank, que estaban en el propio Banco Montevideo. Fue una 
inducción al error a los depositantes, que fueron asustados e inducidos al error por la propia jerarquía del Banco Montevideo, la que 
generó la posibilidad de decir que era lo mismo, que era el Banco Montevideo, y que, incluso, era una mejor colocación, tal como 
se dijo a varios depositantes por medio de comentarios y conceptos que creo hemos escuchado hasta el hartazgo. 


Aclaro que con esto no estoy diciendo nada nuevo. Acá se trata de la conciencia del Legislador más que del monto, de la 
posibilidad y de las prorratas que tengamos por delante; en realidad hubo estafa inducida, dada la confianza de que gozaba la 
jerarquía del Banco Montevideo donde, incluso, se llegó a decir que había operaciones autorizadas por el propio Banco Central. 


Nosotros tenemos que ir avanzando para ver de qué manera podemos ser más justos o, por así decirlo, menos injustos. Entonces, 
en función de eso, es que a nosotros nos sirve mucho la opinión del Banco Central. Además, la Comisión que hoy tenemos aquí 
presente ha señalado y ha aprobado algunos casos; creo que hay una veintena de ellos que se aprobó como que fueron estafa. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- No. 
SEÑOR HEBER.- Entonces, ¿en ninguno de los mil quinientos casos se ha establecido que tienen razón y fueron estafados? 
SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- En ninguno. 


SEÑOR BRAUSE (Don Tomás).- Para complementar la respuesta brindada por el doctor Durán Martínez al señor Senador Heber, 
quiero decir que puede llamar mucho la atención que digamos que no hemos visto ningún caso en el cual se haya constatado lo 
que manifestó dicho señor Senador. Lo que sucede es que hemos hecho una discriminación de los asuntos a estudio de la 
Comisión, empezando por los que nos parecían más claros, los que no ingresan o no integran lo dispuesto por el artículo 31; me 
refiero a los que eran realmente ahorristas. 


SEÑOR VIEYTES.- Quiero decir que coincido con las apreciaciones que ha hecho el señor Senador Heber sobre todas estas 
informaciones, comentarios, rumores y hechos ciertos que se los ha llevado el tiempo. Hoy venimos a hacer la práctica forense. 


Naturalmente, en la aplicación del Derecho lo que debemos hacer es manejar elementos ciertos y objetivos que brinden garantías 
para todos. Presumimos claramente que hubo ahorristas que fueron inducidos a error, pero precisamos la prueba clara e 
inequívoca. Para ello, el Legislador sabiamente previó en el artículo 31 un procedimiento sin duda largo. Después, podemos hacer 
la evaluación estadística, que también sorprende a quien habla. El trabajo de la Comisión, naturalmente, siempre tuvo como norte 
desbrozar, de toda esa maleza los casos que fueran más claros -que lo son de modo negativo- aunque ellos están, de alguna 
manera, recogidos en alguna hipótesis del artículo 2” del proyecto que ha aprobado la Comisión. 


Finalmente, quería señalar que debemos manejarnos, como administradores, en el marco de la ley y de toda esta situación tan 
controvertida, y sobre hechos que tienen una compleja aridez en su análisis, otorgando las mayores garantías con las mayores 
certidumbres y teniendo en claro que todo este proceso ha determinado pérdidas irreparables. 


A su vez -y aprovecho las circunstancias para señalar un hecho que no es menor- debo agregar que la liquidación del TCB en 
Caimán se produce siete meses antes de la liquidación del Banco Montevideo. Es evidente que la liquidación de dicho banco, amén 
de muy gravosa por los honorarios de los liquidadores y por todas las acciones de defensa que podemos ejercer allí, en nombre del 
Banco Montevideo, no genera activos suficientes como para respaldar esos pasivos. De lo contrario, no estaríamos acá reunidos. 
Obviamente, los ahorristas no tienen recursos suficientes como para liquidar en Caimán, más allá de que sería absolutamente en 
vano. Muchos de ellos han considerado oportuno tratar de buscar las mejores soluciones, aun desde el punto de vista legal, para 
proteger sus intereses. 


Estimo que la solución legal del artículo 31, reitero, es la mejor posible en este contexto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Presidente de la Cámara de Senadores, don Luis Hierro López, nos exhorta a hacer un breve 
cuarto intermedio para ir a la Cámara y solicitar un cuarto intermedio de una hora, a fin de volver a esta Comisión. Por lo tanto, 
solicitamos a nuestros invitados que aguarden en Sala. 


Se pasa a cuarto intermedio. 

(Así se hace. Es la hora 16 y 6 minutos.) 

(Vueltos a Sala) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la sesión 
(Es la hora 16 y 15 minutos) 


Prosiguiendo con el tema en estudio, damos la palabra al señor Barrán para que complemente las opiniones del Vicepresidente 
Vieytes. 


SEÑOR BARRÁN.- Quiero hacer dos aclaraciones con respecto a las apreciaciones que había hecho el señor Senador Heber. Se 
trata de aportar dos elementos importantes a los efectos de contar con más información para la toma de decisión que el Poder 
Legislativo va a tener que llevar adelante. 


Uno de ellos es un concepto muy viejo de lo que sería el riesgo y el rendimiento. Voy a dar por ciertas -no lo sé- algunas 
argumentaciones manejadas por depositantes en el sentido de que cuando fueron a la institución les ofrecieron un producto que, en 
definitiva, era una colocación en el TCB y les dijeron que era lo mismo que el Banco Montevideo. Supongamos que sea cierto; pero 
si uno empieza a observar las tasas de interés que se pagaban, ve que no eran las mismas. Decían: "Tengo este producto que te 
paga un rendimiento superior, pero es lo mismo que el Banco Montevideo". Entonces, ante eso, uno podría preguntarse: si es 
exactamente lo mismo, si el Grupo responde exactamente de la misma manera, ¿por qué razón existe una diferencia en el 
rendimiento? Y potencialmente esas cifras podían ser significativas. Esta es la primera pregunta que nos planteamos. Aquí tenemos 
lo que sería el rendimiento y el riesgo. Por lo general uno asocia a mayor rendimiento, potencialmente mayor riesgo. 


Voy a citar un ejemplo en sentido metafórico. Si uno va a comprar un auto y le ofrecen un Fiat Uno del año 1998 y un Mercedes del 
mismo año, los dos impecables y al mismo precio, tendría la sensación -sin conocer rendimiento y riesgo- de que potencialmente 
hay algo que no está funcionando. Entonces, aun suponiendo que eso sea cierto, parte de la historia que tenemos, asociada a lo 
que eran las colocaciones en el TCB, es que existían rendimientos distintos y superiores a los del Banco Montevideo. Por ende, el 
argumento de que era el Grupo el que respondía, creo que pierde validez. 


El otro elemento que me parece importante destacar es el de la legalidad o ilegalidad de las colocaciones realizadas en el TCB. Lo 
primero que quiero decir es que no existía ilegalidad en el sentido de estar violando una ley; según el instrumento financiero 
utilizado, lo que podía haber era un incumplimiento a una normativa del Banco Central pero, repito, no ilegalidad en el sentido de 
incumplimiento de una ley; este es otro elemento relevante de aclarar. 


SEÑOR ASTORI.- Desde el punto de vista de la Comisión de Hacienda, esto es, aproximadamente, como empezar todo el trabajo 
de nuevo. Digo "aproximadamente" porque si bien no es la misma situación, todos estos argumentos que ahora estamos 
escuchando son los que estuvieron presentes en una comparecencia anterior del Banco Central, cuando se comenzó a tratar este 
tema en la Comisión. 


Naturalmente, el proyecto de ley al que nos estamos refiriendo tiene antecedentes, y tengo la impresión de que, entre ellos -por lo 
menos, esta es la convicción que me quedó a raíz de aquella comparecencia anterior, de antecedentes que hemos estado 
valorando y del trabajo realizado con los colegas de la Comisión de Hacienda- se encuentra el de que iniciamos esta labor por 
entender que el artículo 31 no era suficiente. En caso contrario, es decir, en caso de que la Comisión hubiera entendido que con 
dicha disposición ya era suficiente y que su aplicación en la práctica despejaba los problemas, no se habría realizado toda la labor 
que en los hechos se realizó. 


Entonces, hoy estamos retrocediendo. Por supuesto que hay casos en la práctica de los países y en los temas bancarios -sobre 
todo cuando se produce una explosión como la que, de hecho, tuvo lugar el año pasado- en los que vale la pena retroceder -ni que 
hablar- y empezar de nuevo todo el trabajo, si es que nos convencemos de que está mal. 


Lo cierto es que en aquella comparecencia, con una delegación algo diferente a la que hoy nos acompaña -pues algunos de 
quienes hoy se encuentran presentes no lo estaban entonces, a quienes pido disculpas, y al mismo tiempo había algunos 
dirigentes que hoy no han podido venir- me quedé con la impresión de que la Comisión que estaba trabajando en la aplicación del 
artículo 31 tenía problemas, precisamente, en lo referido a esa aplicación, en el sentido de que se trataba de un texto que 
probablemente desde el punto de vista conceptual podía resultar ambiguo, planteando así algunas dificultades. Esta fue la 
impresión que me quedó -aunque admito que puede no ser la correcta- y, junto con otros antecedentes, eso fundamentó el inicio 
del trabajo que después culminó en este proyecto de ley. 


Entonces, quisiera nuevamente formular una pregunta a nuestros invitados, y desde ya les pido disculpas porque, a lo mejor, esta 
alternativa que voy a plantear ya ha sido desechada, por lo menos, por el Banco Central. 


¿No existe acaso la posibilidad de seguir trabajando con este proyecto de ley que intenta mejorar -no sustituir- el artículo 31 y, al 
mismo tiempo, busca acotarlo o ponerle ciertos límites, por ejemplo en el artículo 1% -lo que, de pronto, tal vez no fue tenido en 
cuenta por esta Comisión de Hacienda- si es que a juicio del Banco Central su cobertura es demasiado amplia? En otras palabras: 
¿las únicas alternativas existentes son, por un lado, el artículo 31 solo, tal como está, y, por otro, un proyecto como el que aprobó la 
Comisión de Hacienda? ¿No puede existir una tercera alternativa, adicional, que consista en mejorar este proyecto de ley? 


Pregunto esto porque la impresión que hoy tengo es la de que el Banco Central estima que la amplitud del proyecto de ley es 
excesiva, concretamente la del artículo 1%, y que incluso podría llegar a cubrir casos que están fuera del espíritu de la ley cuyo 
artículo 31 intentó defender -como lo han dicho ya otros colegas, y lo comparto- a la gente que fue burlada en su buena fe. 


Por nuestra parte, como antecedentes del trabajo de esta Comisión hemos manejado algunas instrucciones internas del Banco 
Montevideo -si no recuerdo mal- donde el cliente no es protagonista de la operación. Simplemente, son instrucciones que jerarcas 
del Banco dan a cuadros intermedios en el sentido de, por ejemplo, modificar la titularidad de fondos en el TCB, pasándolos de 
titular Banco Montevideo a titulares individuales, y luego comunicárselo a los clientes. Esto constituye, simplemente, un elemento 
de juicio que manejo con el fin de demostrar por qué se intentó mejorar, a través de este proyecto de ley, el alcance de las 
disposiciones a las que alude el artículo 31. 


Para no extenderme demasiado, reitero mi pregunta: ¿estamos absolutamente seguros de que con el artículo 31 -dada la 
experiencia de la Comisión, que ha venido avanzando en esto- resulta suficiente para contemplar el espíritu que tuvo la ley, que 
compartimos todos -porque no creo que haya excepciones desde este punto de vista- o se puede mejorar para defender los 
intereses de la gente burlada en su buena fe? Eso fue lo que se discutió en oportunidad de aprobar la ley de creación del Nuevo 
Banco Comercial; ese fue el consenso de todo el Cuerpo y hoy se trata de aplicarla. 


A nosotros -y por eso trabajamos en la Comisión de Hacienda en esto- nos pareció que se podía mejorar; realmente esa fue la 
intención. Si nos hemos equivocado, concretamente quiero preguntar si la única posibilidad es volver al artículo 31 en soledad o se 
puede hacer algo más. 


SEÑOR VIEYTES..- En primer término, al principio nosotros expresamos que preferíamos la solución actualmente vigente a la que 
introduce el proyecto aprobado por la Comisión, en una opción binaria, que en definitiva es lo que está en discusión. La pregunta 
del señor Senador Astori me lleva a pensar que, como él decía, de alguna manera estamos tratando de poner el cuentakilómetros 
en cero. Quizás lo que ha sucedido es que, frente a la noble inquietud de esta Comisión de mejorar la performance de solución 
lograda en aquella norma, se avanzó rápidamente con la colaboración de los servicios técnicos del Banco. 


Tal vez hubiera sido distinto si hubiéramos tenido oportunidad de trabajar alguna solución alternativa al proyecto de ley, aunque 
todavía estamos a tiempo de hacerlo. Personalmente, tengo la convicción de que los objetivos de justicia que se perciben no se 
pueden disociar tan fácilmente de los efectos financieros y económicos que esa solución -fuere cual fuere- va a acarrear sobre el 
conjunto de acreedores afectados. "Prima facie" -como ya lo había dicho en la Comisión y lo repetí hoy- podemos decir que el 
Estado puede utilizar los recursos que tiene destinados a la asistencia, y así fue autorizado por la norma. Además, parece de total 
justicia que si la gente que retiró sus fondos antes del feriado bancario se los llevó totalmente líquidos, el Legislador contemple a 
quien permaneció en las instituciones -porque no quiso o no pudo retirarlos- y hace un año que está por cobrar algo, decidiendo 
que los recursos que tiene por cobrar el Estado los vuelque para favorecer y complementar las soluciones a los acreedores. 


También se puede compartir -como decía el señor Senador Heber- que existe la presunción de que hay gente que ha sido inducida 
al error y engañada en la operativa. Todos sabemos que dadas las personas que estaban detrás del mostrador, bajo un título de 
alto rango en una institución como el Banco Montevideo -con las inversiones que tenían sus propietarios en distintos sectores de la 
actividad económica, que hablaban de la fortaleza del conjunto- finalmente mucha gente apostó allí porque pensó que también 
estaban amparadas en el paraguas de la institución. 


Realmente uno cree que el ahorrista uruguayo a lo largo de los años ha estado habituado a que, finalmente, el Estado salga en 
socorro de su institución y que sus depósitos siempre estén a cubierto. La magnitud de la explosión -tal como manifestaba el señor 
Senador Astori- llevó a la situación en la que estamos y que tuvimos que administrar a lo largo de este tiempo, y que todavía nos 
presenta desafíos. 


Personalmente entiendo que este procedimiento establecido en el artículo 31 fija garantías suficientes. Si la pregunta es si puede 
ser optimizable, respondo que tal vez sí. Los integrantes de la Comisión, obviamente, están enfrentando una ardua y dificultosa 
tarea. Tampoco es sencillo ejercer una suerte de función jurisdiccional con el tiempo que hay que dedicar, el conocimiento que uno 
puede aportar de la operativa bancaria y de la asistencia de servicios, ya no de los del Banco Central sino de los que trabajaron en 
ese Banco Montevideo. Reitero, la función jurisdiccional no es tan sencilla de lograr como para esclarecer todos los casos, sobre 
todo cuando no hay gran acopio documental del registro de estas operaciones. Es más, muchas se han desvanecido con el tiempo 
y -tal como dijimos antes- a las palabras se las ha llevado el viento porque, en definitiva, todo este negocio reposaba en la 
confianza y trato directo, persona a persona. 


Sin duda, todo esto ha hecho muy dificultoso el trabajo de la Comisión a la hora de laudar con total certidumbre caso por caso. 
Tengo el pleno convencimiento de que debido a la diversidad de casos, solamente pueden ser tratados con garantías una vez que 
se analice cada uno con todas las pruebas suficientes, siendo lo que corresponde de acuerdo a Derecho. Naturalmente, a los 


efectos de la liquidación que lleva adelante el Banco Central, es muy pernicioso tener que efectuar un previsionamiento que ronde 
los U$S 100:000.000, por los efectos que ello acarrea ya en la prorrata legal y en la aplicación del artículo 27. 


Tampoco podemos, a pesar de la expresión de buena voluntad y de necesidad, superar así nomás los obstáculos que ofrece la 
realidad. No me parece que sea una situación en la que corresponda un acto objetivo -regla que por esencia está destinada a una 
generalidad o universalidad- para resolver un conjunto o puñado de distintas situaciones peculiares donde se puede advertir unas 
subespecies de maniobras pero que no me parecen suficientes como para dar la dimensión de una universalidad y estar ante un 
problema que merezca una solución de carácter dispositivo a diferencia de una solución de carácter jurisdiccional. 


No obstante lo expuesto, los integrantes de la Comisión pueden tener alguna idea o inquietud en la que el Banco Central pudiera 
trabajar en ese sentido y tal vez puedan presentar un proyecto adicional o mejorar el que está a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Senador Herrera que haga las veces de Presidente ad- hoc en la medida que no está 
presente el señor Senador Sanabria, ya que me anoté para hacer uso de la palabra en este momento. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Herrera) 
SEÑOR PRESIDENTE (Doctor Julio Herrera).- Tiene la palabra el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a este tema quisiera trasmitir cómo lo razono para que vean ustedes que es más complejo de 
lo que se presenta en una lucha entre ahorristas y supuestos no ahorristas. 


Ahora bien, llegadas las liquidaciones de los Bancos Montevideo, La Caja Obrera y Comercial, se toma una solución a la uruguaya 
-buena o mala- de convertir los activos más interesantes en un nuevo banco y que el Banco Central termine liquidando el resto de 
las carteras de cada banco. De esta manera se hace un proyecto de ley. La sociedad uruguaya podría haber resuelto que por la ley 
correspondiente se liquidara cada banco y, sin embargo, no se hizo así. En esa liquidación con esta nueva ley tenemos ventajas y 
desventajas. 


Una de ellas fue que como existía un trasfondo -por supuesto, esto lo dirán los Tribunales- de toda una operativa que en algún 
momento podría llegar a calificarse por parte de un Juez con una figura penal, sería bueno encontrar el mecanismo por el que los 
ahorristas se vieran beneficiados por los créditos que el Estado pudiera cobrar a partir de la cesión de esos créditos. Esto se 
estableció en la ley; no estaba antes en la legislación correspondiente y, por lo tanto, los ahorristas se vieron beneficiados. Incluso, 
luego se tomó ese aspecto para el Banco de Crédito, con la novedad de que se le pedía que no pudieran hacer pleitos al Estado. 
Reitero que esto lo tiene este proyecto de ley y antes no estaba. 


Además, se tomó como calidad de ahorrista a aquellos cuya condición no estaba discutida, y por el artículo 31 se incluyó a 
ahorristas que sí podían estar discutidos. Se dijo -esto se puede comprobar en la versión taquigráfica- que había un volumen de 
hasta U$S 97:000.000, y que esos podían estar incluidos. Ello se debe a que se dijo que había una operativa que incluía a los 
ahorristas indiscutidos y a algunos que podían ser discutidos, y ello generó una situación en la cual mañana esos ahorristas podían 
calificarse de burlados o estafados en su buena fe. Creo que hasta ahí nadie discute porque, de lo contrario, sería impensable que 
el artículo 31 se hubiera incluido en esa ley si no hubiera habido algún caso que no generara dudas. ¿Por qué se habló de los 
U$S 97:000.000? Porque en algunos casos el ahorrista indiscutido que quedó en el Banco Montevideo y que tenía el contrato 
genérico, por esas cosas de la vida no tomó la decisión de mandar su dinero a las islas Caimán, pero a otro ahorrista, que tenía un 
contrato genérico, sí se lo mandaron a las islas Caimán. En ambos casos, podría haber sucedido para uno o para otro y, también 
en ambos casos, se hubieran enterado después de que sus dineros fueron traspasados. Por lo tanto, que haya un contrato 
genérico -como había aquí- y que esa sea la presunción de consentimiento, genera una duda. 


¿Por qué el dinero de algunos ahorristas, aunque tenían contrato genérico, no fue al TCB, y por qué otros, que tenían contratos 
genéricos, su dinero fue al TCB? He hablado con funcionarios del Banco Montevideo que decían, por ejemplo, que cuando se iban 
a cancelar equis millones de dólares que la gente ¡iba a retirar, que trataran de cambiarlos para otros lados, y si esa persona lo 
retiraba igual, entonces a algunos ahorristas del Banco Montevideo, que no estaban planteando retirar el dinero, lo hacían cancelar; 
y luego venía la ayuda del Banco Central y ese dinero lo colocaban en el TCB. Esa es gente que tenía contratos genéricos. 


Aquí hubo toda una operativa y cuando uno se va metiendo en los pormenores, notoriamente se da cuenta de que es muy difícil 
separar un caso en el cual teniendo contrato genérico quedó como ahorrista indiscutido, de otro en el que sí lo incluyeron, de lo que 
se enteró días después. 


Esas peculiaridades demuestran que algunos consintieron y otros no, pero es muyy difícil separar algunos casos -por esa situación 
de la operativa bancaria o por la del Banco Montevideo, al que hasta hace muy poco le habían dado una triple calificación y que, 
además, gozaba de lo que era "una situación de aval", entre comillas, de toda la sociedad uruguaya- cuando se dispone que se 
haga cargo a través de la compra, naturalmente, del Banco La Caja Obrera. Es decir que se le vendió este Banco meses antes. 
Toda esa operativa generó que algunas personas confiaran de buena fe y pusieran sus ahorros en manos de la operativa del Banco 
Montevideo, que en algunos casos la dejó en la propia operativa de caja de ahorro y, en otros, las mandó para el TCB. Es muy 
difícil separar un caso de otro. 


Sí sabemos que cuando se votó la ley advertimos, a través del artículo 31, que podían ser U$S 97:000.000. En definitiva, armamos 
toda una operativa relativa al tema de los ahorristas, algunos de los cuales no están en discusión y hay otros que confiaron en las 
directivas del banco, pero que tenían igual condición hasta hace muy poco, porque son uruguayos. A través de los artículos 27 y 31 
de esa ley se buscó compensar, para tener una mejor salida, a quienes depositaron sus ahorros en un banco y que no tenían 
cuenta en el TCB. Nunca se registró el nombre de una persona; no estamos hablando de las de la calle Arocena, sino de quienes, 
repito, no tenían cuenta en el TCB y compraban certificados del Banco Montevideo en el TCB, y figuraban en las cuentas del TCB 
como Banco Montevideo con el mismo número de cuenta que ellos tenían en la caja de ahorro cuando se la trasladan a la 
operativa del TCB. 


Entonces, es muy difícil de separar unos de otros, y si bien la ley incluyó el artículo 31 advirtiendo que podía tratarse de 
U$S 97:000.000, como máximo, luego nos encontramos con que la Comisión -en su legítimo saber y entender- hizo una lectura 


restrictiva -aclaro que hablo por el Senador Rafael Michelini- que no arregla el tema. 


En cuanto a la Ley de Fortalecimiento del Sistema Bancario de diciembre del año pasado, el espíritu del artículo 31 era arreglar lo 
mejor posible la prolijidad bancaria. Por su parte, el artículo 27 también buscaba solucionar de la mejor manera el desastre que 
ocurrió el año pasado. Tengo mejores propósitos para los dineros de que dispone el artículo 27, es decir, los que se van a dar a los 
ahorristas, sean todos o sólo algunos. Hay gente que está pasando mucho peor, y sin embargo la decisión que tomó el Estado 
uruguayo, a través de la ley, fue atender a los ahorristas. Entonces, en vez de cobrar los créditos y dar a la gente que no tiene para 
comer, decidimos atender a los ahorristas. Para mí se trataba de todos los ahorristas, incluidos los del artículo 31, ya que 
pensábamos que la visión de la Comisión iba a ser amplia, la que finalmente, en mi opinión, fue restrictiva. Cuando esto sucedió 
comenzamos a trabajar algunos Senadores y luego trajimos el tema a la Comisión. Incluso trabajamos con el Banco Central, 
aunque aclaro que eso no quiere decir que dicha institución estuviera de acuerdo con lo que redactábamos; simplemente 
transmitíamos nuestras inquietudes y sus representantes nos ayudaban con una visión técnica. En parte, el artículo 2 pretendió 
evitar que se colaran cosas que en nuestra sabiduría no estaban, como era la operativa. Creo que esa ayuda fue invalorable. 


En consecuencia, luego de este razonamiento, deseo formular dos preguntas. Quiero saber si con la visión restrictiva de la 
Comisión no terminaremos dejando un problema que estaba resuelto con la ley. ¿Qué vamos a hacer con ese problema? Si el 
criterio es que cada uno se arregle por su cuenta, habrá que ver si aplicamos el artículo 27. Ya sabemos lo que ocurrió, los créditos 
que se cobren se repartirán, el Estado percibirá lo que le corresponde y ya tendremos mejores propósitos que dárselos a los 
ahorristas. 


El segundo aspecto que quiero plantear es si cada uno de nuestros visitantes -naturalmente, responderá el que quiera responder- 
pueden decir, con la mano en el corazón, que todos los ahorristas que ya hoy están amparados -no por el artículo 31- y que tienen 
contratos genéricos, no podrían haber estado en la misma condición que los otros. Es decir, me pregunto si no hubo, en algunos 
casos -en otros no- un problema de azar o de que le correspondía la cuenta, y no una voluntad expresa del que dio la autorización 
genérica de dejarlo en el banco. Mi respuesta es que en muchos casos fue al azar, que esos contratos genéricos estaban firmados, 
y que en algunos casos fue para el TCB y en otros casos, si el banco se mantenía y la crisis bancaria demoraba unas semanas 
más, unos iban a estar en la calidad de los otros. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini) 
SEÑOR HEBER.- Exacto. Apoyado. 


SEÑOR VIEYTES.- Si no entendí mal, la pregunta del señor Senador Michelini es si podemos afirmar que, pasado un tiempo más, 
estaban todos en la misma situación. Esta es una afirmación de la que podríamos tener una sospecha, pero no deja de ser una 
especulación. 


Lo que sí advertimos es que el problema central acá, más allá de resolver una situación de justicia, es cuál es el modo de llegar a 
identificar todos los casos en los que correspondería el amparo. Aquí se trata del Parlamento a través de una ley o del Banco 
Central con la facultad que le otorga el artículo 31. Naturalmente, de acuerdo con lo ya expresado, el Banco Central siente la 
necesidad de decir nuevamente que será responsable por la positiva y por la negativa. Si el día de mañana resultan impugnadas 
las decisiones del Banco Central, será responsable por la vía negativa. Del mismo modo sucederá con el Parlamento, por la 
responsabilidad por acto legislativo. Ahora bien, para nosotros sería muy sencillo sacarnos el problema de encima y que la ley 
resolviera, no ya el trabajo de una Comisión a lo largo de los meses, sino el problema de fondo que, además, tiene buenas 
consecuencias para la liquidación. Despejaríamos una contingencia, ni más ni menos, de U$S 100:000.000. Pero el ejercicio con 
responsabilidad de la tarea cometida por la ley y el análisis de los casos lleva a que estemos en esta situación. 


Como es natural, no es el mejor de los mundos, pero si pretendemos dar una solución de carácter económico -en definitiva, es a lo 
que se apunta- en el artículo 27 hay recursos suficientes como para permitir a estos ahorristas ampararse en la prorrata legal en su 
carácter de depositantes con iguales derechos que los acreedores genuinos del Banco Montevideo. Eso sería una solución en la 
que no estaríamos afectando a los acreedores del Banco Montevideo. 


SEÑOR HEBER.- En cuanto a lo que expresó el doctor Barrán anteriormente, cuando pasamos a cuarto intermedio, quiero hacer 
una reflexión que, de alguna manera, coincide con lo expresado por el señor Senador Michelini. Parecería que, quizás, tenemos un 
criterio diferente en esta situación. Por ejemplo, creemos que tenemos que avanzar en la legislación porque el artículo 31 no es 
suficiente. Esa es la base de por qué existe una iniciativa de interpretación o nueva ley como para buscar dar mayores garantías. 


No está de más decir -entre paréntesis- que cuando se vendió el Banco Montevideo, en esta misma Sala y en esta misma 
Comisión, el señor Senador Gallinal y quien habla cuestionamos la venta del Banco La Caja Obrera y no estuvimos de acuerdo con 
el Ministro Bensión y con el Presidente del Banco Central, que en aquel momento era el señor Rodríguez Batlle. Recuerdo que 
tuvimos un cambio de opiniones muy grande, no porque viéramos de antemano que pudiera haber estafas, que las hubo, y que 
existió una estafa del Banco Montevideo en el Banco La Caja Obrera, donde al poco tiempo se vaciaron casi todos los depósitos 
que éste tenía, y también una estafa a los uruguayos al sortear controles del propio Banco Central. Precisamente allí hoy hay una 
Comisión que está investigando la responsabilidad de los Directores y de los controles que el Banco Central debió haber tenido en 
aquel momento. Si hay algo en lo que estamos muy claros es en que al frente del Banco Montevideo y del Banco Comercial había 
gente que ante el apremio económico estafó al país y al Banco Central y sorteó controles de éste. 


Dicho claro y bien: estamos frente a una operación de estafa al Uruguay de dos bancos o, si se quiere, de tres, si sumamos al 
Banco La Caja Obrera, que unos meses antes lo había comprado el Banco Montevideo. ¿Por qué el criterio del Banco Central es 
que no estafaron al país, cuando sortearon los controles del Banco Central, estafaron al sistema financiero y profundizaron la crisis 
de desconfianza que estaba instalada en el sistema financiero nacional? Pero como se trata de ahorros de gente, entonces ahí 
puede haber una sospecha de que existía un beneficio de depósito, porque había algunos puntos más en el depósito fuera del 
Banco Montevideo. No sé si me explico. Estamos hablando de gente que estafó, no de la Virgen María. Estamos hablando de gente 
que vació el banco, en este caso dos bancos: vació el Banco La Caja Obrera al poco tiempo de haberlo comprado por poca plata, y 
además después vació el Banco Montevideo. Tan es así que determinó la intervención del Banco Central para evitar el vaciamiento. 


Por eso creo en las reflexiones que hacía el señor Senador Michelini en cuanto a que si se hubiera demorado quince días más, 
quién sabe cuánta gente más habríamos tenido en la situación del TCB. Si consideramos el abuso de confianza de su cuerpo 
gerencial de tener tantos años en el mercado y la seguridad que se establece entre el cliente y el representante del banco que 
durante tantos años maneja sus depósitos a confianza, ¿no podemos llegar a decir que hubo una inducción a error? Digo esto sin 
perjuicio de mirar caso a caso. 


Yo no estoy tratando de que la ley borre y ponga "ipso facto" U$S 97:000.000 de costo del Estado, pero con el principio básico de 
que los que estaban del otro lado del mostrador estaban estafando: estafaban al Estado uruguayo, sorteaban los controles, no 
aplicaban las normas del Banco Central -no la ley, como muy bien me decía el doctor Barrán- y si estafaban al Estado y a la 
sociedad uruguaya, ¿por qué no iban a estafar a quienes, generando una confianza, se presentaban al mostrador inducidos a error, 
como me consta en muchos casos, aunque quizás no se haya entrado en el detalle por parte de la Comisión que está estudiando 
cada caso en particular? A mi juicio se aprovecharon de esa confianza, asustaron con la desconfianza y la corrida que había en el 
país y con las medidas que se tomaron en la Argentina. 


O sea que alrededor del sistema financiero nacional se había creado un clima que indujo a error a muchos de los que confiaban en 
depositar en el Banco Montevideo. Y más aún cuando hemos visto papeles que dicen: "Banco Montevideo" escritos a lápiz o a 
birome, y con un recibo que también dice: "Banco Montevideo". ¿Qué quiero decir con esto? Más que nada pretendo hacer una 
reflexión y no una pregunta, porque si fueron estafadores para la sociedad uruguaya, ¿cómo no van a estafar y a inducir a error a 
quienes, en definitiva, confiaron en ellos durante tanto tiempo? Esa es la opinión que uno se forma cuando analiza estas cosas. 


Quizás no estemos ante los mejores artículos y estos se puedan perfeccionar, pero partimos de una base diferente. No creo que 
hayan optado por esta modalidad porque obtuvieran una mejor tasa, ya que si hubiera sido así habrían llevado su dinero 
directamente al TCB o simplemente lo habrían retirado. En definitiva, esa instancia existía, ya que el TCB-Banco de Montevideo 
funcionaba en un piso superior a aquel en el que se encontraban los mostradores que atendieron al público desde siempre. 
Entonces, me pregunto: ¿cómo no va a haber inducción a error cuando algunas personas conversaban con otras que habían 
depositado su dinero allí durante años, y les informaban que en el piso de arriba -o en el subsuelo, porque no sé en qué lugar físico 
llevaba a cabo sus tareas ya que no conozco el Banco Montevideo por dentro- se le daba un depósito que también decía: "Banco 
Montevideo"? 


En función de estas reflexiones, digo que me parece que lo que hace la ley es decir que hubo inducción a error y estafa. La estafa 
no solamente alcanzó al Estado uruguayo, sorteando los controles del Banco Central y vaciando los Bancos Montevideo y La Caja 
Obrera -la Comisión Investigadora que analiza la crisis financiera en la Cámara de Representantes está comprobando que todo 
esto se logró sorteando a gente que sabe, que es entendida en todo esto, que es especialista en controles del Banco Central- sino 
que también alcanzó al depositante que se presentaba en el mostrador, o al que hablaba con el gerente, quien le decía que allí no 
iba a pasar nada y que todavía iba a recibir algún puntito más. No creo que alguien haya accedido a todo esto para obtener algún 
punto más, sino por la seguridad que se les daba de que sus depósitos no iban a ser tocados. Eso es muy distinto y es la inducción 
a error que, a mi juicio, está en la ley. 


SEÑOR BRAUSE (Doctor Alberto).- Deseo dejar un par de constancias y realizar algunas reflexiones en voz alta. 


Cuando se hizo referencia a los contratos genéricos, pienso que se aludía a los llamados contratos de administración de 
inversiones que utilizan algunos bancos y que, por cierto, fueron utilizados por los Bancos Montevideo y Comercial. Estos 
contratos, desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, son conocidos como contratos de comisión, por los cuales una parte le 
dice a la otra que actúe por cuenta y riesgo de la primera, es decir, el cliente le dice al Banco que actúe por su cuenta y riesgo. Por 
lo tanto, esta es una figura jurídica perfectamente determinada en nuestro Derecho. Creo que es necesario tener presente esta 
constancia, por cuanto no solamente se utiliza en la esfera bancaria propiamente dicha, sino también en la actividad comercial en 
general. No por ello deja de ser un contrato válido. 


La segunda constancia que quisiera dejar es la siguiente. El señor Senador Heber dijo que fue contrario -y así lo manifestó- a 
determinadas medidas que se tomaron en la época en que era Ministro de Economía y Finanzas el contador Alberto Bensión, y 
Presidente del Banco Central del Uruguay el contador Rodríguez Batlle. Dado que ahora se critica esa medida, y a quienes 
ocuparon esos cargos se les califica como "estafadores" -figura que, en definitiva, corre por cuenta del señor Senador Heber, 
porque como bien se ha dicho es el Juez quien determinará si aquí se configura el delito de estafa o no- cabe recordar aquí que la 
autorización para que los Róhm compraran el Banco Comercial no la dio este Gobierno sino el del doctor Lacalle, al igual que la 
autorización para comprar la mayoría accionaria del Banco Montevideo. 


Planteadas estas constancias, quiero hacer una reflexión a propósito de lo que hoy estamos considerando aquí, aprovechando la 
presencia de quienes nos visitan. 


Coincido con el señor Senador Astori en cuanto a que parecería que estamos volviendo a fojas cero; estamos reiterando toda la 
discusión que en su momento se llevó a cabo, cuando se analizó el proyecto que luego se transformó en la Ley de Fortalecimiento 
del Sistema Bancario. Precisamente, con la puesta en práctica de su artículo 31 tuvimos ocasión de discutir acá con los 
representantes del Banco Central del Uruguay y sus asesores. Comprendo la finalidad que se persigue con este proyecto de ley, 
que en definitiva es la misma que se persiguió con ese artículo 31: se procura ser justos, aplicar en alguna medida la justicia frente 
a quienes han sido defraudados en sus legítimos intereses. Eso es lo que se persigue, pero debo confesar que ese propósito de 
justicia, que es muy loable, es muy difícil de determinar en la práctica trazando la raya de lo que es justo y lo que es injusto. A 
propósito de ello, hay que pensar que por cada uno de los dólares de los ahorristas que incorporemos en esta ley, estaremos 
perjudicando a aquellos otros que hoy ya están incorporados. De manera que el propósito de justicia ahí se nubla o se atenúa 
bastante, lo que, sinceramente, me hace dudar. La Justicia es un valor y estoy expresando que me hacen dudar las circunstancias 
materiales de que por cada dólar que incorporemos, habrá un dólar menos en la prorrata. 


Aquí querría hacer un paréntesis para plantear una pregunta concreta, aprovechando la presencia de quienes nos visitan. Quisiera 
saber si ya podemos tener noticias de a cuánto asciende la prorrata en cada uno de estos bancos. De no ser posible que se me dé 
una respuesta ahora, será en otra oportunidad, pero estimo que la respuesta a esta pregunta es muy importante, teniendo en 
cuenta que en la medida que sigamos incorporando ahorristas en la distribución, menor va a ser el reparto. 


Las dudas -lo confieso con sinceridad- son esas, señor Presidente, y me las plantea estrictamente el proyecto de ley que tenemos 
sobre la mesa, por cuanto en él no se limitan los montos ni los tiempos en que se produjeron los hechos que pudieran dar 
eventuales derechos al ahorrista, así como tampoco se toman en cuenta los aspectos subjetivos. 


Ya había dado a conocer mis dudas en una sesión anterior de la Comisión. Pienso que en el afán -loable, por cierto- de procurar la 
justicia, quizá sería posible, con la asistencia de los asesores y del Directorio del Banco Central del Uruguay, tratar de acotar en 
mayor medida el proyecto de ley que tenemos a consideración. Desde luego, esto va a significar continuar con el análisis de estas 
normas, pero pienso que esta es la mejor forma de alcanzar un denominador común. De lo contrario, reitero, en el afán de hacer 
justicia con quienes podemos suponer no han quedado comprendidos en el artículo 31, podríamos estar dándole al proyecto de ley 
un alcance tan amplio que al final el propósito que se persigue no se logre. 


SEÑOR ASTOR!I.- En esta línea que me parece advertir del señor Senador Brause, en cuanto a la posibilidad de ponerle límites al 
artículo 1% del proyecto de ley en consideración, solamente quiero hacer una brevísima acotación de carácter interrogatorio, no 
afirmativo. En este sentido, pregunto si no se podría trabajar, por ejemplo, con montos y plazos para buscar alguna alternativa 
como la que estamos mencionando. Me refiero también a mi anterior intervención cuando planteaba lo de la tercera opción. 


Concretamente pregunto si esos podrían ser criterios a tomarse en cuenta. 


SEÑOR BRAUSE (Don Alberto).- Estoy de acuerdo con el planteo del señor Senador Astori, ya que en esa línea iba mi 
razonamiento. No obstante, agregaría a los factores tiempo y monto la posibilidad de determinar aspectos subjetivos que puedan 
acotar aún más la calidad de ahorrista y su participación en estos hechos. 


Por eso, señor Presidente, no quisiera otra cosa que formular moción en este sentido para ver si, con la valiosa colaboración del 
Directorio del Banco Central y de sus asesores, podríamos definir con mayor precisión el alcance de este proyecto de ley a los 
efectos de lograr el propósito de justicia que se persigue; propósito que, desde ya, es muy difícil de alcanzar a través de la ley que, 
como bien se decía aquí, es genérica, general, y que cuando ingresamos en el terreno de los hechos es un Juez o la propia 
Comisión prevista en el artículo 31 la que debe actuar y resolver. 


SEÑOR COURIEL.- En el mismo sentido, me gustaría ver si el Banco Central pudiera ayudar a la Comisión de Hacienda del 
Senado en una tercera opción. 


También tuve la misma sensación cuando vino la Comisión que integran los tres señores que tengo enfrente, de que ellos tenían 
dificultades para poder actuar a la luz de lo que era el artículo 31. Esa fue mi impresión y seguramente es el elemento por el cual 
aparece un nuevo proyecto de ley. Creo que éste ampara "de mais" a los ahorristas y, por lo tanto, tal vez podría haber una forma 
de acotarlo. Cuando hablo de acotar, me refiero a lo siguiente: al espacio, al tiempo y a los montos. Con respecto al primero, no 
puedo decir que si se compraron Certificados de Depósito en Sudáfrica, en Japón o en las Caimán, vale lo mismo; para mí eso es 
inaceptable. Entonces espacio, para mí, son los depósitos ubicados en el TCB de Caimán explícitamente, y no en otro lado. Esto 
para mí, repito, es espacio. 


En cuanto al tiempo, creo que hay que fijar fechas. Es decir, cuándo es válido que la persona pudo haber sido engañada y cuándo 
no. 


En último término, tenemos los montos. Y hablo de montos porque también la propia ley establece cierta prioridad en determinados 
montos. Entonces, ¿por qué no tenerlos en cuenta aquí también? 


Asimismo, hay que buscar algún elemento de lo que podríamos denominar la actuación subjetiva del cliente. Si la expresión "sin su 
consentimiento" no sirve, puede ser sustituida por otra, quizás "sin su conocimiento", aunque puede no ser lo mismo. Esto se 
discutió en Comisión y también en oportunidad de considerarse la ley. Sugiero que se vea, también, la posibilidad de que haya un 
elemento subjetivo. Creo que son cuatro los elementos de acotamiento que podrían ayudar en este caso, pero nos importa mucho 
que el Banco Central diga si puede colaborar o que explícitamente declare que no se debe tocar el artículo 31. 


SEÑOR VIEYTES.- Señor Presidente: si es de recibo y en consideración a los planteos efectuados por los señores Senadores, 
quizás sea conveniente manejar un tiempo prudencial -que puede ser de una semana, diez días o, eventualmente, hasta quince 
días como máximo- para que el Banco Central preste su colaboración y trabaje sobre los parámetros enunciados precedentemente. 
Esto podría hacerse, en especial, contando con el asesoramiento de los distinguidos integrantes de la Comisión, que ya poseen un 
conocimiento cabal de la operativa -no para que el Banco haga suyo el proyecto de ley- y sin el ánimo restrictivo al que aludía el 
señor Presidente en la actuación de la Comisión, sino con el propósito claro de colaborar con la iniciativa legislativa de este 
Cuerpo. Quizás en una nueva reunión podamos trabajar con una previa remisión a los señores Senadores y un informe por escrito 
de nuestra parte sobre cuáles son los parámetros que vemos como más razonables, a los efectos de encontrar una solución como 
la que se enunciaba. 


SEÑOR HERRERA.- He preferido mantener silencio a lo largo de esta sesión porque fui el impulsor inicial de un proyecto que 
luego tuvo una serie de modificaciones, lo que dio por resultado algo que todos en esta Sala conocen. Esta actitud me pareció más 
prudente a efectos de que todos pudieran expresarse y que las autoridades del Banco Central colmaran las expectativas que el 
Ministro de Economía y Finanzas generó en todos nosotros. Digo esto porque, en conocimiento del texto, el señor Ministro nos 
solicitó que recibiéramos a los representantes del Banco Central una vez más, con el fin de mejorar y aclarar el proyecto. 


Sin embargo, señor Presidente, me declaro absolutamente decepcionado por la comparecencia de las autoridades del Banco 
Central en el día de hoy, puesto que no han aportado absolutamente nada y no he visto una sola contribución que sirva al objetivo 
que plantea este proyecto de ley. Reitero, entonces, que en ese sentido sólo puedo sentirme decepcionado. 


En consecuencia, me siento también insatisfecho porque esperaba que en la tarde de hoy se produjera esa contribución del Banco 
Central que, precisamente, es la institución controladora y reguladora. Pensamos que a más de un año del cierre del Banco 
Montevideo podría aportarnos, en cuanto a su operativa y a lo sucedido, aquellos criterios que nos permitieran establecer los 
parámetros de justicia, dentro de los límites en que un Legislador puede actuar, es decir, dentro de los términos de la generalidad. 


Entonces, advierto que a más de un año de los hechos, el Banco Central parece continuar ignorando lo que sucedió antes del 21 
de junio, fecha en que se cerró el Banco Montevideo. Esto me preocupa porque cuando se habla de productos no autorizados, en 
lugar de referirse a cómo pudieron sortear los controles del Estado, se ha utilizado la comparación con una farmacia que vende 
pan. Me parece insostenible que del Banco Central -del cual uno espera que nos lleguen opiniones técnicas, altamente 
especializadas y responsables- provenga este tipo de comparaciones con el sistema financiero, teniendo en cuenta la confianza 
que los uruguayos han depositado en él y que han perdido a causa de los sucesos. Reitero, señor Presidente, que todos estamos 
preocupados y que esperábamos una contribución del Banco Central en este sentido. 


Claramente, ha habido un esfuerzo por parte de los Legisladores por entender qué sucedió en el Banco Montevideo. A lo largo de 
estas reuniones veo que hemos aportado más información y nos hemos preocupado más por saber qué ha sucedido y cómo se ha 
manejado el tema de los ahorristas -es decir, de las personas que concurrían al Banco Montevideo- que las autoridades del Banco 
Central. Entonces, esto es decepcionante y el cuadro de situación al que nos enfrentamos me produce mucha insatisfacción y 
preocupación. 


En consecuencia, los integrantes de esta Comisión desean darle un tiempo a las autoridades del Banco Central para ver si ahora sí 
se enteran del tema y pueden contribuir. Me sumo a lo que es la voluntad mayoritaria de la Comisión, pero dejo la constancia de 
que no me ha parecido positiva la reunión de la tarde de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dejar una constancia en el sentido de que si las autoridades del Banco Central quieren aportar 
algo, tiene que ser antes del martes próximo, porque este tema ya está en el orden del día. 


SEÑOR ASTORI.- En el mismo sentido, quería decir que a nuestros visitantes les explicamos una realidad legislativa: el proyecto 
tratado por la Comisión ya está presentado al Cuerpo, por lo que no es posible regresarlo. El mismo está incluido en el orden del 
día para su tratamiento y luego el Senado decidirá si lo trata o lo posterga. Como se imaginarán, quienes esperamos que esto se 
siga mejorando, nos encargaremos -por lo menos, esa es nuestra voluntad- de que no haya una definición antes de concretar esa 
oportunidad. Sería muy importante si pudiéramos tener un aporte en el curso de una semana; no sé si con esto afectamos 
demasiado la tarea del Banco Central pero, repito, sería de mucha ayuda si contáramos con esa contribución -como lo dijo el señor 
Presidente, si no lo escuché mal- antes del próximo martes. 


SEÑOR VIEYTES.- Naturalmente, reiteramos nuestro ánimo de colaboración manifestando que podemos concretar esto, 
eventualmente, en una semana, aunando nuestro esfuerzo y la colaboración de los miembros de la Comisión. 


Personalmente, debo decir que lamento las expresiones del señor Senador Herrera, porque nuestro ánimo no fue otro que el de 
seguir colaborando como lo hemos hecho hasta la fecha, tratando de concurrir con la mayor cantidad de asesores posible y 
contando con la opinión de los servicios técnicos. En definitiva y en nombre del Directorio, puedo decir que estamos contestes en 
cuanto a tratar de ilustrar el trabajo de la Comisión. 


El doctor Barrán ha sido aludido personalmente y me ha pedido la oportunidad de poder brindar una respuesta, por lo que le 
traslado la solicitud al señor Presidente de esta Comisión. 


SEÑOR BARRÁN.- En primer lugar, lamento que el señor Senador Herrera no esté presente, porque ha efectuado ciertas 
alocuciones que me gustaría responder. 


El uso de metáforas, cualesquiera sean, tiene como único objetivo tratar de marcar un punto, más allá de lo afortunada o no que 
haya sido, según el juicio de cada uno, la elección de éstas. 


Otro aspecto que quiero remarcar es que luego de escuchar lo que dijo el señor Senador Herrera, pienso que tal vez yo estuve en 
una reunión distinta, porque me pareció que parte del elemento de la discusión estuvo basado en cómo el proyecto de ley podía 
influir respecto de, entre otras cosas, la prorrata, y qué agentes eran los que podrían estar incluidos o no. No estuvimos discutiendo 
respecto de los procesos de supervisión del Banco Montevideo, con lo cual difícilmente el señor Senador Herrera pueda escuchar 
en esta Sala un tema que no fue discutido. Quiero dejar expresa constancia de este punto. 


Otro aspecto que quiero destacar -siguiendo con lo que mencionó el señor Vicepresidente- es que creo que se manejaron 
elementos importantes al final de la discusión que complementan el tema, asignándole una dimensión que estaba ausente en el 
análisis del señor Presidente de esta Comisión, pero que junto con lo manifestado por el señor Senador Heber, pueden constituir 
elementos tendientes a mejorar el proyecto de ley; me refiero a la ausencia de temporalidad en el análisis realizado. Ese tema -que 
fue planteado por los señores Senadores y que está siendo relevado como uno de los elementos a tener en cuenta, a los efectos 
de verificar si es posible, en función de la información que se dispone, encontrar una solución que permita una modificación del 
artículo que sea satisfactoria para los objetivos de la Comisión y que además sea implementable- es en lo que el Banco Central se 
compromete a trabajar para el martes que viene, en virtud de los plazos de que dispone la Cámara; trataremos de tenerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los visitantes y nos mantendremos en contacto. El Presidente se encargará 
de informar a los miembros de la Comisión sobre los avances que con el Banco Central se vayan logrando. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 20 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


